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BOLETIN 730‑10 (S).

INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARIOS E INTEGRACION LATINOAMERICANA RECAIDO EN EL PROYECTO D8 ACUERDO APROBATORIO DE LA Convención SOBRE LOS ASPECTOS CIVILES DEL SECUESTRO INTERNACIONAL DE NIÑOS

HONORABLE CAMARA:

Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informaros el proyecto de acuerdo aprobatorio del tratado internacional denominado "Convención sobre los Aspectos Civiles del Secuestro Internacional de Niños", adoptada el 25 de octubre de 1980 durante la decimocuarta sesión de la Conferencia de La Haya sobre Derecho Internacional Privado, y sometida a la consideración de la H. Corporación en segundo trámite constitucional.

I.‑ ANTECEDENTES GENERALES SOBRE LA CONVENCION EN TRAMITE.

1.‑ La Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado, en cuyo seno fue elaborada esta Convención, es una organización internacional que desde el año 1897 ha venido ocupándose de la unificación progresiva de las reglas de derecho internacional privado.

Actualmente participan en la Conferencia 70 Estados, de los cuales 15 son de América y E1 Caribe, a saber: Argentina, Antigua y Barbuda, Bahamas, Barbados, Belice, Canadá, Chile; Ecuador, Estados Unidos, Granada, México, Panamá, Suriname, Uruguay y Venezuela.

Nuestro país se integró a partir del 7 de marzo de 1985, incorporando al orden jurídico interno los estatutos de la' Conferencia mediante el decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores, Nº 1.089; de 1986.

Desde los inicios de sus trabajos a la fecha, la Conferencia ha elaborado 31 convenciones sobre materias diversas, principalmente, en derecho de familia, contratos y procedimientos civiles. Una de ellas es la "Convención sobre los Aspectos Civiles del Secuestro Internacional de Niños", sometida a vuestra consideración después de haber sido aprobada, por unanimidad, por el H. Senado, tanto en su Sala como en sus Comisiones de Relaciones Exteriores y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

A1 19 de abril de 1993, de los 70 Estados miembros de la Conferencia, 27 ya se habían hecho parte de este instrumento, vigente internacionalmente desde el 1 de diciembre de 1983.

Cabe señalar que esta Convención es la primera de las adoptadas por la Conferencia a la que se incorpora nuestro país.

3.‑
E1 mensaje de S.E. el Presidente de la República señala, fundamentalmente, que esta Convención tiende a la protección del menor en el plano internacional, de los efectos perjudiciales que podría ocasionarle un traslado o una retención ilícitos; a establecer los procedimientos necesarios para garantizar la restitución inmediata del menor al Estado en que tenga su residencia habitual, y a asegurar la protección del derecho de visita.

A vuestra Comisión le ha parecido que estos propósitos de la Convención son absolutamente concordantes con los compromisos contraídos por el país al hacerse parte de la Convención de los Derechos del Niño, en cuyo artículo 11 los Estados se obligan, por un lado, a luchar contra los traslados ilícitos de niños al extranjero y su retención ilícita en el extranjero; y, por otro, a celebrar con tal objeto los tratados que sean necesarios o adherirse a los existentes, como lo hará Chile cuando deposite su instrumento de adhesión a esta Convención.

Se hace presente que la Convención de los Derechos del Niño ha sido promulgada por el decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores NQ 830, de 1990.

Por otra parte, a vuestra Comisión le ha parecido que tales propósitos de la Convención también son concordantes con las disposiciones legales internas que regulan la tuición y visita de menores, así como los procedimientos para autorizar su salida del país; principalmente, con los artículos 222 y 227 del Código Civi1;48 y 49 de la ley Nº 16.618, Ley de Menores, y 39 a 46 de la ley Nº 18.703, que establece normas sobre la adopción de menores.

Conforme a dichas disposiciones, la tuición o cuidado de los hijos corresponde, esencialmente, a los padres y el que la pierde tiene derecho a visitarlo en las formas que determine el juez; quienes son, además, los llamados a autorizar su salida del país en los casos y formas que la ley determina.

4.‑ Durante la tramitación legislativa de esta Convención, la Excma. Corte Suprema ha manifestado que, en términos globales, "estima de alta conveniencia que se legisle a través de una Convención, como la propuesta, sobre las materias a que ella se refiere, ya que de esta manera se propende a la solución de graves problemas que con mucha frecuencia se producen en el ámbito jurisdiccional de menores, casos en que se burlan resoluciones judiciales o se privan de acciones que recaen sobre tuiciones, derechos alimenticios y otras anexas o accesorias a ellas.".

En cuanto a si la Convención es contraria de algún modo a la normativa constitucional o legal de nuestro país, la Excma. Corte no emitió pronunciamiento, "en atención a que a través del ejercicio de sus facultades jurisdiccionales deberá eventualmente dictar resolución sobre las mismas materias de que se trata". (oficio Nº ML‑8268‑70, del 16 de octubre de 1992).

Como consecuencia de lo anterior, en el H. Senado sus Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Relaciones Exteriores dejaron constancia de que el proyecto de acuerdo correspondiente lo acogían sobre la base de que ninguna de las disposiciones de la Convención puede entenderse que vulnera, de manera alguna, los derechos y recursos consagrados por nuestro ordenamiento constitucional.

Sin perjuicio de la referida prevención, cabría precisar que el objetivo primordial de la Convención es establecer un mecanismo de cooperación internacional para obtener, por la vía administrativa o judicial, el pronto retorno de.niños que han sido sacados del territorio de un Estado Contratante violando un derecho de tuición o de visita establecido en conformidad a la ley de ese Estado. Además, se puede agregar que diversas disposiciones de la Convención no excluyen la aplicación de los recursos del derecho interno para alcanzar dicho objetivo. Es así como el artículo~29 de la Convención permite que en estos casos, la persona, la institución o el organismo que reclamare que ha habido una violación del derecho de tuición se dirija directamente a las autoridades judiciales o administrativas de los Estados, en aplicación o no de las disposiciones de la Convención. Por otra parte, el artículo 34 agrega que este instrumento no restringe la aplicación de otro instrumento internacional entre el Estado de origen y el Estado requerido, ni del derecho no convencional del Estado requerido, con el fin de obtener el regreso del niño.

A continuación os hacemos una reseña general del contenido normativo de la Convención.

II.‑ RESEÑA DEL CONTENIDO DE LA CONVENCION EN TRAMITE.

A. Estructura de la Convención.

Este instrumento, del cual se adjunta una copia al final de este informe, consta de cuarenta y cinco artículos, agrupados en seis capítulos que se refieren al campo de aplicación de la Convención (capítulo I, artículos 1 a 5); a las Autoridades Centrales encargadas de cumplir con las obligaciones de la Convención (capítulo II, artículos 6 y 7); al regreso del niño al lugar de su residencia habitual (capítulo III, artículos 8 a 20); al derecho de visita al menor (capítulo V, artículos 22 al 36), y a las cláusulas finales ordinariamente contempladas en los tratados multilaterales (capítulo IV, artículos 37 a 45).

Conjuntamente  con la Convención, la decimocuarta sesión de la Conferencia adoptó una recomendación relativa al formulario modelo que los Estados pueden utilizar para sus solicitudes de regreso de niños trasladados o retenidos ilícitamente.

Las recomendaciones no son textos vinculantes para los Estados, por tal razón el proyecto de acuerdo aprobatorio de la Convención no incluye dicha recomendación, no obstante que el mensaje acompaña su texto como documento anexo a la Convención, ya que acerca del uso del referido formulario en los procedimientos nacionales corresponderá decidir al Ejecutivo mediante el ejercicio de la potestad reglamentaria del Presidente de la República.

B. Principales normas relativas al campo de aplicación de la Convención y declaración que formulará el Gobierno chileno al depositar su instrumento de adhesión.

E1 primer objeto de este instrumento, como lo hemos anticipado, es asegurar el inmediato regreso de los niños trasladados o retenidos ilícitamente en cualquier Estado Contratante (letra a) del artículo 1).

Para estos efectos, se consideran ilícitos el traslado o la retención cuando tienen lugar en violación a un derecho de tuición asignado a una persona, una institución o a cualquier otro organismo, en forma separada o conjunta, en virtud de la ley del Estado en el cual el niño tenía su residencia habitual inmediatamente antes de su traslado o retención (letra a) del artículo 3).

También se considera ilícito el traslado o la retención cuando el derecho de tuición ha sido efectivamente ejercido en forma separada o conjunta en el momento del traslado o retención o lo hubiera sido si no hubieren ocurrido tales hechos (letra b) del artículo 3).

Ahora bien, esta Convención sólo se aplicará a casos de traslados o retenciones ilícitos producidos después de su entrada en vigencia en los respectivos Estados Contratantes (artículo 35).

Para Chile, la Convención regirá a partir del primer día del tercer mes calendario siguiente a la fecha del depósito de su instrumento de adhesión (Nº 1 del artículo 43).

El segundo objeto de la Convención es hacer respetar efectivamente en los demás Estados Contratantes los derechos de tuición y de visita existentes en un Estado Contratante (letra b) del artículo 1).

Acerca del alcance de estos derechos, la Convención dispone que el derecho de tuición comprenderá 'el derecho relativo a los cuidados de la persona del niño y, en particular, el derecho a determinar su lugar de residencia; y que el derecho de visita comprenderá el derecho de llevar al niño por un período limitado a un lugar que no sea su lugar de residencia habitual (artículo 5).

Añade que su disposiciones se aplicarán a cualquier niño que haya sido residente habitual de un Estado Contratante inmediatamente antes de la contravención de los derechos de tuición o de visita y que su aplicación cesará cuando el niño cumpla la edad de 16 años (artículo 4).

En el seno de vuestra Comisión hubo consenso en estimar que la Convención no concuerda con la legislación chilena al fijar la edad de 16 años como fecha de término de la protección de los derechos de tuición y visita, ya que la normativa interna regula estos derechos hasta los 18 años de edad. Esta diferencia provocaría un período de dos años de indefensión internacional del menor.

El Ejecutivo anunció mediante oficio del señor Ministro de Relaciones Exteriores (DIJUR) ORD. Nº 19.046, del 20 de septiembre de 1993, que para salvar esta situación, nuestro país, al momento de adherir a la Convención, formulará la siguiente declaración interpretativa:

"Chile entiende el artículo 3 de la Convención sobre los Aspectos Civiles del Secuestro Internacional de Menores en el sentido que no sé opone a la legislación nacional que estipula que el derecho de tuición y custodia se ejerce hasta los 18 años de edad.".

Hay que entender que la referencia es al artículo 4 y no al 3, por estar en ese precepto la norma que limita la aplicación de la Convención a los 16 años de edad.

En nuestra Comisión hubo acuerdo unánime para considerar que esa declaración era un recurso jurídico idóneo para salvar la eventual contradicción entre la Convención y la ley chilena.

C.
Principales normas relativas a la Autoridad Central encargada de cumplir la Convención.

Siguiendo los precedentes de otras Convenciones adoptadas por la Conferencia de La Haya sobre Derecho Internacional Privado, esta Convención ordena a los Estados Partes designar a una Autoridad Central encargada de cumplir con las obligaciones de cooperar con el fin de asegurar el regreso inmediato de los niños y de llevar a cabo los demás objetivos de la Convención (artículos 6 y 7).

Las Autoridades Centrales deberán adoptar todas has medidas procedentes para localizar a un niño que ha sido trasladado o retenido ilícitamente; prevenir nuevos peligros para el niño o perjuicios para las partes interesadas y asegurar la devolución voluntaria del niño, o facilitar una solución amigable.

Les corresponderá, entablar o facilitar el inicio de un procedimiento judicial o administrativo, con el fin de obtener el regreso del niño y, llegado el caso, permitir la organización o el ejercicio efectivo del derecho de visita.

Deberán otorgar asesoría judicial y jurídica, o facilitar su obtención, y asegurar el regreso sin peligro del niño.

Por último, las Autoridades Centrales de las Partes deberán intercambiar informaciones tanto acerca de la situación social del niño como sobre las leyes del Estado relativas a la aplicación de la Convención.

D.
Principales normas que regulan los procedimientos a seguir pa​ra obtener el regreso del niño.

Toda persona, institución u organismo que reclame  que
 un niño ha sido  trasladado o retenido en violación de un derecho de tuición, podrá recurrir a la Autoridad Central del lugar de residencia habitual del niño, o bien a la de cualquier otro Estado Contratante, para solicitar asistencia con el fin de asegurar el regreso del niño. Para tal objeto deberá, principalmente, identificar al niño y a la persona que supuestamente se lo llevó o lo retiene; indicar los motivos en que se funda para reclamar su regreso, y proporcionar las informaciones disponibles respecto de la ubicación del niño (artículo 8).

Esta solicitud debe cumplir con las condiciones requeridas por la Convención y debe ser fundada, pues si no es así la Autoridad Central no está obligada a aceptarla (artículo 27).

Si el niño se encuentra en el territorio de la Autoridad Central requerida, ésta deberá adoptar todas las medidas apropiadas para asegurar su devolución voluntaria (artículo 10).

Pero si para obtener el regreso del niño, es necesario iniciar procedimientos judiciales o administrativos, éstos deberán ser de urgencia (artículo 11).

En tal sentido, la Convención dispone que el regreso deberá ser ordenado de inmediato, cuando desde el traslado o retención ilícitos del niño hasta el inicio de los procedimientos ante las autoridades judiciales o administrativas del Estado Contratante donde se encuentra el niño ha transcurrido un período inferior a un año. Lo mismo deberán ordenar, aún después del año, a menos que en este caso se demuestre que el niño se ha integrado a su nuevo medio (incisos primero y segundo del artículo 12).

En el caso que las autoridades judiciales o administrativas tengan razones para creer que el niño ha sido trasladado a otro Estado, podrán suspender los procedimientos iniciados o simplemente rechazar la solicitud de regreso del niño (inciso tercero del artículo 12); sin perjuicio de ello, en este caso, la Autoridad Central podrá transmitir la solicitud directamente y sin demora a la Autoridad Central de dicho Estado con el fin de obtener la cooperación necesaria para asegurar el regreso del niño al país de su residencia habitual (artículo 9).

La Convención reconoce el derecho de oposición al regreso del niño en favor de la persona, institución u organismo que demuestre que la persona, institución u organismo que estaba encargado del cuidado del niño no ejercía realmente el derecho de tuición en el momento del traslado o la retención, o había consentido 0 accedido posteriormente a dicho traslado o retención; o cuando pruebe que existe un grave riesgo de que el regreso del niño lo exponga a un peligro físico o psicológico, o de otro modo lo ponga en una situación intolerable (inciso primero del artículo 13).

También faculta a la autoridad judicial o administrativa para negarse a ordenar el regreso del niño, cuando se compruebe que éste se opone a su regreso, y ha llegado a una edad y a un grado de madurez en las que su opinión merece tenerse en cuenta (inciso segundo del artículo 13).

Además, el regreso del niño podrá ser rechazado si este no estuviere permitido por los principios fundamentales del Estado requerido sobre la protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales (artículo 20).

Es importante destacar que ninguna resolución que se adopte sobre el regreso del niño en el marco de esta Convención, afectará los méritos del derecho de tuición (artículo 19).

E. Principales normas relativas al derecho de visita.

A1 respecto, al Convención hace aplicable los mismos procedimientos establecidos para obtener el regreso del niño (artículo 21).

F.
Principales disposiciones gene​rales comunes a los procedi​mientos regulados por la Convención.

En catorce artículos, del 22 al 36, se contemplan diversas normas que tienden a facilitar o simplificar la aplicación de la Convención, algunas de las cuales ya hemos comentado en párrafos anteriores: a ellas se pueden agregar las siguientes:

1.‑ Ninguna fianza ni depósito podrá ser impuesto para garantizar el pago de las costas y gastos judiciales que se originen en los procedimientos judiciales o administrativos dentro del marco de la Convención (artículo 22);

2.‑ Ninguna legislación ni formalidad similar será requerida en el contexto de la Convención (artículo 23);

3.‑ Cualquier solicitud, comunicación 
o documento enviado a la Autoridad Central del Estado requerido deberá redactarse en el idioma 
original del Estado requirente y deberá ir acompañado de una traducción al idioma oficial del Estado requerido (artículo 24).

4.‑ Los nacionales de un Estado Contratante y los residentes habituales en ese Estado tendrán derecho, en los asuntos concernientes a la aplicación de la Convención, a asesoría judicial y jurídica en cualquier otro Estado Contratante, en las mismas condiciones que los nacionales y residentes habituales de ese otro Estado (artículo 25).

5.‑ En la aplicación de esta Convención, cada Autoridad Central sufragará sus propias costas ‑y no podrán imponer ningún cargo en relación con las solicitudes presentadas; en particular, no podrán exigir al solicitante el pago de las costas y gastos judiciales del proceso o, eventualmente, los gastos ocasionados por la participación de un abogado. Sin embargo, podrán exigir el pago de los gastos vinculados con las operaciones de regreso del niño (incisos primero y segundo del artículo 26).

No obstante, un Estado Contratante podrá declarar al momento en que se incorpore a la Convención, que sólo se obligará a pagar los cargos relativos a la participación de un abogado o de un asesor jurídico o las costas judiciales, en la medida en que dichos costos puedan ser cubiertos por su sistema de asistencia judicial y jurídica (inciso tercero del artículo 26).

Hasta el momento, la República Federal de Alemania, los Países Bajos y las Islas Mauricio han formulado reservas con el objeto de limitar su responsabilidad en la forma señalada precedentemente.

En el caso de nuestro país, ésta es una situación que podría ser resuelta al momento de depositar el instrumento de adhesión a la Convención.

En materia de costas, la Convención contempla una norma especial para permitir a la autoridad jurídica o administrativa exigir a la persona que trasladó o retuvo ilícitamente al niño, o que impidió el derecho de visita, el pago de todos los gastos necesarios en que haya debido incurrir el solicitante o en que se haya incurrido en su nombre, en especial, los gastos de viaje, de representación judicial del solicitante y de regreso del niño, así como todos los gastos efectuados para localizarlo (inciso cuarto del artículo 26).

6.‑ En las materias en las que se aplica la Convención, ésta prevalecerá sobre la Convención del 5 de octubre de 1961, concerniente a la competencia de las autoridades y la ley aplicable en materia de protección de los menores, entre los Estados Partes de ambas Convenciones (primera norma del artículo 34).

Chile no es parte de la Convención del 5 de octubre de 1961, de manera que a su respecto no se plantea el problema que la norma resuelve.

G. Principales normas establecidas entre las cláusulas finales.

Estas se refieren, principalmente, a materias propias de todo tratado multilateral, tales como la firma de la Convención; su depositario; la adhesión; reservas; vigencia y duración.

‑ Firma: sólo los Estados que participaron en la decimocuarta sesión de la Conferencia de La Haya sobre Derecho Internacional Privado pudieron firmar la Convención; entre ellos no estuvo Chile (artículo 37).

‑ Depositario: se designa como tal al Ministerio de Relaciones Exteriores del Reino de los Países Bajos (inciso segundo del artículo 37). Sus funciones consistirán en recibir los instrumentos por los cuales los Estados se hacen partes de la Convención y practicar las notificaciones correspondientes que señala el artículo 45.

‑ Adhesión: todo Estado que no haya participado en la decimocuarta sesión de la Conferencia puede incorporarse a la Convención mediante el trámite de adhesión. Es lo que hará Chile una vez concluido los procedimientos de aprobación parlamentaria en curso.

La adhesión sólo produce efectos vinculantes entre el Estado adherente (Chile) y los Estados Contratantes que hayan declarado aceptar dicha adhesión. No bastará, por tanto, el simple depósito del instrumento de adhesión, es indispensable que los Estados actualmente partes en la Convención manifiesten su voluntad de aceptarla. De ese modo, la Convención regirá para Chile sólo respecto de los países que acepten nuestra adhesión. Declarada la aceptación, la Convención regirá entre ambos Estados a partir del primer día del tercer mes calendario después del depósito de la declaración de aceptación (artículo 38).

‑ Reservas: este instrumento sólo admite en su artículo 42, que al momento de hacerse parte el Estado pueda formular dos reservas: una, para oponerse a la utilización del francés o del inglés, pero no de ambos, en cualquier solicitud, comunicación o documento dirigido a la Autoridad Central respectiva (inciso segundo del artículo 24).

La otra reserva es para limitar la responsabilidad del Estado Contratante por los gastos relacionados con las costas personales y judiciales sólo en la medida en que puedan ser cubiertas por su sistema de asistencia judicial y jurídica (inciso tercero del artículo 26).

E1 Ejecutivo no ha anunciado su intención de formular alguna de estas reservas: sin embargo, la Comisión estima que durante la preparación del instrumento de adhesión sería oportuno que se estudiara la posibilidad de hacer uso del derecho que confiere al Estado el inciso tercero del artículo 26.

Ninguna otra reserva será aceptada, según lo dispone la norma final del inciso primero del artículo 42. Por esta razón, el Ministerio de Relaciones Exteriores ha debido optar por la declaración interpretativa como recurso jurídico para conciliar el artículo 4 de la Convención con la normativa nacional, según ya lo hemos señalado.

‑ Vigencia: la convención entró en vigencia internacional el 1 de diciembre de 1983, después del depósito del tercer instrumento correspondiente, conforme lo dispone el artículo 43. Actualmente, son 24 Estados los que se han hecho partes de este tratado.

Para Chile, como adherente, regirá a partir del primer día del tercer mes calendario después del depósito de nuestra adhesión (Nº 1 de inciso segundo del artículo 43 e inciso tercero del artículo 38).

‑ Duración: la Convención tendrá una duración de 5 años, y si no hubiere denuncia, se renovará tácitamente cada cinco años (artículo 44).

III.‑ DECISIONES DE LA COMISION.

1. Personas escuchadas en  la Comisión.

Durante el estudio de esta iniciativa vuestra Comisión 
escuchó a las siguientes personas:

a) Señora Oriana Zanzi Gardilcic, Directora Nacional del Servicio Nacional de Menores;

b) Señor Rodrigo Quintana Meléndez, Jefe del Departamento Jurídico del mismo Servicio, y

c)
Señor Eduardo Vío Grossi, Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores.

Además, recibió la opinión escrita del señor Ministro de Justicia, don Francisco Cumplido Cereceda, y diversos antecedentes relacionados con la participación internacional registrada en las diversas Convenciones adoptadas en el marco de la Conferencia de la Haya sobre Derecho Internacional Privado.

Todas las opiniones recibidas por vuestra Comisión fueron favorables a la aprobación de la Convención en trámite; sustancialmente, porque la incorporación de Chile a este instrumento puede contribuir a contrarrestar los efectos del traslado ilícito de niños chilenos al extranjero.

2.
Aprobación de la Convención y del proyecto de acuerdo correspondiente.

Con el mérito de los antecedentes expuestos en este informe y por las consideraciones que podrá agregar‑ el H. Diputado Informante, vuestra Comisión acordó, por unanimidad, aprobar la "Convención sobre Aspectos Civiles del Secuestro Internacional de Niños", y sugerir a la H. Cámara que adopte el proyecto de acuerdo correspondiente en los mismos términos que lo hizo el H. Senado; es decir, según el texto siguiente:

"PROYECTO DE ACUERDO:

Artículo único.‑ Apruébase la "Convención sobre los Aspectos Civiles del Secuestro Internacional de Niños", adoptada el 25 de octubre de 1980, en la Decimocuarta Sesión de la Conferencia de La Haya sobre Derecho Internacional Privado.".

3. Constancias reglamentarias.

Para los efectos de los N°s. 2 y 4 del artículo 286 del Reglamento de la H. Corporación, se deja constancia que la Convención no contiene disposiciones que justifiquen las menciones previstas en las normas citadas.

4. Diputado Informante.

Vuestra Comisión acordó, por unanimidad, designar Diputado Informante al H. Diputado don JAIME ROCHA MANRIQUE.

Acordado en las sesiones celebradas en los días 16 de junio, 14 y 20 de julio, y 9 de noviembre‑ de 1993, con asistencia de los señores Diputados Pizarro Soto, don Jorge (Presidente de la Comisión); Caminondo Sáez, don Carlos; Dupré Silva, don Carlos; Guzmán Alvarez, don Pedro; Kuzmicic Calderón, don Vladislav; Le Blanc Valenzuela, don Luis; Letelier Morel, don Juan Pablo; Mekis Martínez, don Federico; Morales Adriasola, don Jorge; Ojeda Uribe, don Sergio; Pizarro Mackay, don Sergio; Ribera Neumann, don Teodoro, y Rocha Manrique, don Jaime.

SALA DE LA COMISION, a 9 de noviembre de 1993.

FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA

Secretario de la Comisión

